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		Introducción






		En los ya muchos años que llevo de recorrer la frontera México-Estados Unidos para elaborar reportajes de investigación sobre la guerra contra el narcotráfico, tráfico de armas, lavado de dinero, desaparición y secuestro de personas, así como sobre el fenómeno de la inmigración indocumentada que va de sur a norte, siempre quise saber cuál fue el papel de la Policía Federal antes de que se diseminara como parte de la Guardia Nacional, por decreto del presidente Andrés Manuel López Obrador.






		En los ámbitos internacional y —mayormente— nacional persiste la noción de que todas las instituciones policiacas de México son corruptas.






		Los fracasos de gobiernos federales y estatales en el combate a la criminalidad nos han expuesto ante instituciones coludidas con la delincuencia. En el léxico del trasiego de drogas la Policía Federal era sinónimo de operadores y peones de narcotraficantes.






		Como reportero considero que sería un esfuerzo fútil elaborar un trabajo para enumerar los cientos o tal vez miles de casos de corrupción por narcotráfico, o simplemente por criminalidad de cualquier tipo, en la Policía Federal.






		En esta institución de la ley que fue creada presuntamente para combatir al crimen, investigando y actuando en consecuencia para garantizar la seguridad nacional, muy pocos mexicanos confiaron. El historial de muchos de sus jefes y de sus elementos la desacreditó, problema que ha sido muy sintomático y recurrente desde que México remplazó a Colombia como el epicentro del tráfico de drogas.






		Aunado a lo anterior, la corrupción de instituciones policiacas y funcionarios públicos por narcotráfico se auspicia casi de manera natural por la gigantesca e interminable demanda de narcóticos en la sociedad estadounidense, y que en varios países de Europa crece a niveles extraordinarios.






		La desastrosa lucha militarizada contra los cárteles del narcotráfico que se gestó durante el sexenio de la muerte de Felipe Calderón, y las teatrales operaciones que montó su secretario de Seguridad Pública, Genaro García Luna —actualmente encarcelado en Brooklyn, Nueva York, acusado por la administración gubernamental estadounidense de ser presunto operador y facilitador de actividades ilícitas del Cártel de Sinaloa desde el gobierno federal mexicano— fueron el acabose para la reputación de los policías federales.






		Impotentes, fuimos testigos en ese sexenio —y también en el que encabezó Enrique Peña Nieto— de la escalada de corrupción por narcotráfico que cubrió y sigue cubriendo a las agencias y las instituciones de seguridad del Estado.






		Andrés Manuel López Obrador, que llegó a la presidencia con la promesa de desmilitarizar la guerra contra los cárteles y contra el crimen organizado, fundó la Guardia Nacional y en ella fusionó a la Policía Federal.






		A mitad del sexenio de AMLO, su política de “abrazos, no balazos” no ha dado el resultado pretendido. En el país se siguen contando por miles las ejecuciones, las desapariciones, las extorsiones y los secuestros ligados al crimen organizado, a pesar de la creación de la Guardia Nacional y de la militarización de la ex Policía Federal, aunque lo niegue el presidente.






		De esto justo se desprende que la sociedad desconfíe de organismos que presuntamente se dedican a defendernos, como la Policía Federal. El miedo a morir tirado sobre un charco de sangre intentando parar al narcotráfico —que enriquece y envilece a jefes como García Luna— hizo de la desaparecida Policía Federal un caldo de cultivo de elementos al servicio de los cárteles, que además remuneran mejor y con dólares a sus personeros.






		En la imaginación de cualquier ciudadano de a pie provocaba terror la posibilidad de caer en manos de policías federales, por justa razón o sin ella. Lo primero que venía a nuestra mente era el pavor de vernos sometidos a torturas infrahumanas en interrogatorios que violan cualquier protocolo de derechos humanos, todo para admitir —en muchos casos— la culpabilidad de delitos cometidos por terceros, o exagerar los perpetrados por ciertos detenidos.






		La tortura era una práctica común de trabajo entre elementos de la Policía Federal que de seguro no olvidaron tras ingresar a la Guardia Nacional. Esta acción inconstitucional y reprobable en el ámbito global siempre fue negada por la institución y los gobiernos en turno. No obstante, es un hecho que se puede verificar con miles de casos de violaciones a los derechos humanos investigados y documentados por organizaciones defensoras de las garantías individuales, mexicanas e internacionales.






		A pesar del instinto periodístico que incita a descubrir y saber más, me negaba a etiquetar como corruptos a todos los policías federales. Estaba seguro de que algunos elementos de esa corporación tan denigrada tendrían que creer en México, en las leyes y en su labor, en su responsabilidad como guardianes del bien y enemigos del mal.






		Seguro estaba de que existieron policías federales honestos, como también puede haber oficiales municipales y estatales rectos.






		La clave y el deseo era encontrarlos y narrar lo que hicieron. La jerga periodística afirma que no hay reportero sin suerte, y en uno de esos extraños momentos de mi vida (casi nulos) se me acercó uno de esos elementos.






		Relatar el encuentro no viene al caso; lo que puedo contar es que la primera sensación que experimenté al hablar con él fue desconfianza total y absoluta.






		La franqueza que genera una conversación con ideas encontradas respecto a lo que en ese momento era la Policía Federal y lo que representaba, satisfactoriamente, dio respuesta a la interrogante que mencioné antes.






		Los policías federales honestos y profesionales existieron y existen ahora convertidos en Guardia Nacional, y para fortuna de la sociedad distan de querer el protagonismo, los aplausos, el reconocimiento público y los reflectores de los medios de comunicación, como el caso de García Luna, quien por sus farsas empañó la reputación de muchos elementos honestos de las instituciones policiacas que él dirigió.






		Este libro no es una apología de la Policía Federal, ni de quienes, con su testimonio, sus expedientes y sus documentos clasificados, me ayudaron a darme cuenta de que existen unidades de investigación y que con éxito han detenido a criminales de alta peligrosidad. Unidades o grupos de policías federales que, por ejemplo, rechazaron el cohecho de varios millones de dólares que les ofreció Joaquín El Chapo Guzmán Loera cuando lo capturaron en Los Mochis, Sinaloa. Policías federales profesionales que por largos meses investigaron los casos que llegaron a sus manos, que elaboran planes de acción con extremo cuidado y eficacia para evitar daños colaterales en la población civil. Que, aunque suene a falacia, respetaron los derechos humanos hasta de los delincuentes de la peor calaña. Que no hicieron de la tortura una práctica y echaron mano del fuego letal sólo en casos extremos y necesarios, como dicta el manual de formación de los policías profesionales.






		Estos excepcionales exelementos de la Policía Federal fueron, y siguen siendo, de la confianza absoluta de las siempre hurañas y volubles agencias federales de Estados Unidos, con las que intercambian información de inteligencia y a las que les pidieron favores por carecer de los avances tecnológicos y recursos monetarios que deberían tener para enfrentar al crimen organizado en México.






		Por todo esto, y por algunos aspectos que con detalle se describen en este libro, decidí —en colaboración con mis editores de Penguin Random House— develar 10 casos de las operaciones secretas que llevó a cabo la Policía Federal, desconocidas por la sociedad porque quienes participaron en ellas argumentan que la opacidad es un elemento fundamental de su misión.






		Estos ahora soldados de la Guardia Nacional vomitan el reconocimiento público; “es vanagloria”, dicen.






		Como en mis trabajos anteriores, la estructura y la redacción de cada episodio de esta obra se sostiene con la revisión de documentos, expedientes, fotografías y entrevistas.






		Dichos elementos esenciales en cualquier ensayo o investigación periodística están en poder de la editorial y quedan a disposición de todo lector que tenga dudas al respecto o que desee corroborar y cotejar lo que aquí se narra.






		A lo largo del viaje que harán los lectores por los casos y las operaciones secretas que integran el contenido, encontrarán referencias y adjetivos desconocidos que parecen y son un lenguaje clave, común entre los policías federales.






		A continuación, me permito explicar esos términos y esas oraciones con el fin de mejorar la comprensión de las situaciones y las acciones policiales.






		Plantón: es un operativo de vigilancia permanente de 24 horas que se desmantela hasta que se cumple la misión.






		Un plantón es una parte fundamental cuando se ubica a un objetivo y se define la fecha y la hora de su captura.






		El operativo del plantón se instrumenta mínimo cuatro o cinco días antes de la aprehensión y debe permanecer el tiempo que sea necesario. Su ejecución consiste en monitorear a distancia cualquier lugar como una edificación, una calle, autos o parajes. Los policías buscan un sitio seguro para llevar a cabo esa tarea y registrar, en el caso de un inmueble, qué clase de personas y vehículos entran y salen.






		Se elabora una bitácora con ese propósito para determinar un patrón y detectar si la misma gente regresa con frecuencia al lugar y en qué horarios.






		En el plantón se toman en cuenta los más mínimos detalles ya que en varias ocasiones estos últimos han marcado la diferencia entre el éxito y el fracaso de una operación.






		Para realizar un plantón se requiere la participación de por lo menos cuatro elementos, que se dividen la vigilancia de 24 horas en turnos de seis horas cada uno. Los avizores apoyan su labor con binoculares, una cámara de video y otra de fotografía.






		Generación de inteligencia: son dos términos que se utilizan en el proceso de investigación y al momento de definir un operativo sobre objetivos singulares o múltiples. Para la generación de inteligencia se ubica, por ejemplo, un domicilio y las casas aledañas; se demarcan las zonas de riesgo, y la de oportunidad en la que es posible detener con facilidad al sujeto investigado, así como las áreas de vulnerabilidad.






		Previo a la ejecución de una operación de arresto los agentes analizan los posibles riesgos. Si el objetivo se encuentra en una zona muy poblada se limitan a monitorear y se determina que la detención se lleve a cabo en una zona de oportunidad o fría.






		Las operaciones dependen siempre de las circunstancias. Si el investigado se ubica en una casa que se halla en medio de otras viviendas, los inmuebles y las distancias entre grupos de acción se dividen hasta en tres, de modo que si hay dos o tres viviendas o vehículos los policías puedan actuar de forma simultánea y por separado.






		Cada grupo de reacción se conforma por ocho o 10 elementos comandados por un jefe. Con antelación, todos ya poseen información y datos de la gente que rodea al objetivo: qué clase de autos usa y el tipo de armamento que tiene, lo cual les permite definir cómo contrarrestar un ataque en caso de que ocurra. Si la situación amerita más fuerza, los policías deben portar armas de mayor calibre.






		La Policía Estatal Única (PEU) del estado de Chihuahua, objeto de este libro, contaba con rifles Barrett calibre 50, snipers 308 (rifles de alta precisión para francotiradores), lanzagranadas calibre 40, armas convencionales como las Heckler 223, las Panther 450 y armas cortas, y pistolas calibre 9 milímetros.






		¿Cómo viste el equipo de reacción? Los elementos usan uniforme táctico; chaleco antibalas, casco balístico, rodilleras y coderas. En el caso de la PEU de Chihuahua es lamentable revelar que varios efectivos que la integraron bajo el comando de dos policías federales utilizaron su propio dinero para adquirir los cascos balísticos, las coderas y las rodilleras.






		Por razones inexplicables, el gobierno de Chihuahua, durante la administración de César Duarte Jáquez, no quiso combatir al crimen organizado ni a los narcotraficantes, tal vez por alguna componenda con ellos. El exgobernador está acusado de desfalco a la entidad, preso en una cárcel federal de Florida, Estados Unidos, y a la espera de su extradición a México, ya aprobada y autorizada por una juez federal estadounidense. Duarte Jáquez enfrentará cargos federales y estatales una vez que regrese a México por el saqueo de miles de millones de pesos a Chihuahua.






		A los agentes que integraron el Grupo de Reacción de la propia PEU les gustaba su trabajo y además lo disfrutaban. Los expolicías federales que los comandaron de 2012 a 2014 se encargaron de adiestrarlos en procesos de investigación de largo y mediano plazo, de recolección y generación de inteligencia, de operación y reacción para la captura de objetivos. Dichos elementos fungieron como francotiradores especializados en el manejo de los rifles sniper 308 y Barrett calibre 50. El uso de estos últimos estaba limitado a casos extremos, ya que un disparo de esa arma es capaz de atravesar el grueso de tres paredes juntas, por lo que resultaba inviable en ciudades, poblados, colonias o calles repletas de viviendas, personas o vehículos.






		En circunstancias difíciles o de alto riesgo, como la captura de un objetivo en una ciudad, los equipos de reacción portan armas ligeras y cortas como un rifle R-15, pistola 9 milímetros o 223, pero siempre resguardados por un francotirador que los protege a distancia y desde un punto estratégico.






		El responsable de cada operación de la PEU siempre fue un policía federal. Los dirigentes y los antecesores de la corporación jamás participaron de manera presencial en los operativos ni para efectos de supervisión. Además, cada policía federal que la dirigió contaba con escoltas personales conformadas por 15 o 20 policías estatales.






		Los federales que formaron parte de la PEU de 2012 a 2014 fueron comisionados a la policía del estado de Chihuahua en calidad de préstamo.






		El salario, el aguinaldo y demás prestaciones que recibían fueron cubiertos por la Policía Federal, nunca por el gobierno del estado.






		Su misión consistió en transformar la imagen de la antigua CIPOL y convertirla en la PEU, modificando todos sus conceptos y no dejando de lado que sus elementos eran mal vistos por la sociedad chihuahuense, por corruptos e ineptos en el cumplimiento de su responsabilidad y de su trabajo.






		Los comandos de la PEU sanearon esa institución estatal al cambiarle toda la dinámica, la logística, la prospectiva y la imagen. Los policías estatales que reclutaron fueron elegidos con base en su perfil, sus aptitudes y sus actitudes.






		Algo innovador nunca registrado en Chihuahua fue que la PEU incluyó a mujeres entre sus grupos de reacción; ellas se formaban de manera voluntaria para realizar los operativos más complicados y peligrosos.






		Estos agentes siempre cubrían su rostro con pasamontañas y se seleccionaban entre por lo menos 40 elementos para participar en los diferentes operativos. Fueron policías que no se echaban para atrás, que contaban con el adiestramiento adecuado para no poner en riesgo la operación ni a sus compañeros.






		Tengo la certeza de que entre quienes integraron la Policía Federal hay muchos profesionales, personas honestas que aman a México y que están dispuestas a arriesgar su vida por la seguridad de la ciudadanía. También estoy seguro de que en otras entidades se han realizado operativos secretos muy efectivos, pero que lamentablemente desconozco; hubiese deseado incluirlos en este trabajo.






		No es fácil conseguir información y menos documentos clasificados sobre lo que fue la Policía Federal, ni de otras instituciones o dependencias del gobierno federal.






		Por esa razón me limito a describir estas operaciones secretas llevadas a cabo en Chihuahua, ya que pude obtener los expedientes y los testimonios que hay detrás de cada caso. La excepción es el capítulo sobre el operativo de la captura del Chapo Guzmán en Los Mochis, Sinaloa.






		Washington D. C., octubre de 2021


















		


				



	Asesinato de Marisela Escobedo Ortiz






		El 16 de diciembre de 2010, cuando Chihuahua era el epicentro del fracaso de la guerra sin cuartel contra el narcotráfico que lanzó el entonces presidente Felipe Calderón, fue ejecutada a sangre fría, con un disparo en la cabeza, la activista y defensora de derechos humanos Marisela Escobedo Ortiz.






		La señora Escobedo Ortiz exigía justicia por el asesinato de su hija Rubí, a quien en 2008, en Ciudad Juárez, le quitó la vida su novio Sergio Rafael Barraza Bocanegra, absuelto de manera increíble por decisión unánime de tres jueces de la entidad.






		El crimen de Marisela, que ocurrió frente al Palacio de Gobierno de Chihuahua, fue captado por las cámaras de seguridad. Su transmisión en los medios de comunicación sacudió a la sociedad mexicana porque exponía a un Estado fallido y una ola criminal con capacidad y poder para matar a quien fuera, incluso frente a un edificio que se supone representa el poder y la justicia.






		En diciembre de 2011, a días de la conmemoración del primer aniversario del asesinato de Escobedo Ortiz, la fiscalía del estado de Chihuahua presentó (muerto) a Héctor Miguel Flores Morán, El Payaso, como autor material del crimen.






		En ese momento las autoridades estatales informaron que el inculpado pertenecía a una banda delincuencial relacionada con La Línea, organización dependiente y brazo ejecutor (sicarios) del Cártel de Juárez.






		Las facciones del Payaso, de acuerdo siempre con la información que proporcionó aquella ocasión el gobierno chihuahuense, encajaban con el retrato hablado que se elaboró del asesino de Escobedo Ortiz.






		Otro atenuante con el que la autoridad quiso dar por cerrado el caso fue que al supuesto ejecutor se le encontró el arma con la que privó de la vida a la activista.






		Familiares de Escobedo Ortiz y abogados defensores de derechos humanos siempre dudaron de que El Payaso fuera el autor material de ese crimen de gran relevancia nacional.






		Desde que fue absuelto, aunque luego nuevamente requerido por las autoridades tras las protestas de Escobedo Ortiz, el novio de Rubí huyó de Chihuahua para esconderse en Zacatecas, dato obtenido por la misma activista tras la investigación que realizó con el afán de obtener justicia para su hija, y no por las pesquisas llevadas a cabo por las autoridades estatales y federales.






		En 2012, por petición y exigencia de la fiscalía del estado —y ante su incapacidad para contener la violencia relacionada con el tráfico nacional e internacional de drogas—, llegaron a Chihuahua los policías federales Raúl Ávila Ibarra y Nicolás González Perrin.






		Ambos federales arribaron en calidad de préstamo y se integraron de inmediato a la Policía Estatal Única (PEU).






		Ávila Ibarra fue designado director general y González Perrin director de la División Preventiva de la PEU. A su equipo se incorporó Jaime Avilés Castañeda, quien fungió como encargado del Grupo de Análisis. Dentro de la PEU había otras dos divisiones, la de Vialidad y la de Reacción.






		Cuando la PEU comenzó a funcionar en Chihuahua bajo el comando de Ávila Ibarra y las operaciones de González Perrin, se les dio prioridad a los casos relevantes relacionados con los homicidios. La dupla de federales, con la colaboración de Avilés Castañeda, determinó “investigar” los expedientes etiquetados como “urgentes”, y entre éstos el del asesinato de Escobedo Ortiz, pese a que la fiscalía estatal lo había dado por cerrado ante los medios de comunicación. Los oficiales recién llegados reabrieron el caso e iniciaron nuevas avenidas de investigación. Empezaron por revisar con detalle los informes sobre la ejecución del Payaso, la minucia pericial que concluyó que la fisonomía del presunto homicida ejecutado coincidía con la del retrato hablado del ejecutor de Escobedo Ortiz, así como la correspondiente al arma que se encontró junto al cuerpo del ejecutado, en la cual se determinó que era la misma con la que ultimaron a la activista.






		En entrevista, uno de los dos federales a cargo de la PEU, quien optó por mantener su identidad bajo anonimato, explicó:






		La fiscalía especializada que averiguó el caso del Payaso afirmó que su fisonomía coincidía en un 80% con la de la persona del retrato hablado, por ello se concluyó que era el asesino de la señora Marisela. La verdadera razón del fallo consistía en quitarle presión política al gobierno de César Duarte Jáquez. Desde la esfera presidencial le exigían que resolviera lo antes posible el asesinato.






		Conforme pasaron las primeras semanas de operación del equipo de Ávila Ibarra, en Chihuahua aumentó el arresto de integrantes de Los Aztecas, organización criminal relacionada con el tráfico de enervantes y con la ejecución de personas por encargo.






		En la División Preventiva, González Perrin ordenó a sus subalternos interrogar a todos los detenidos e investigar cualquier indicio relacionado con otros casos. La intención fue entrelazar nombres, apodos y apellidos de otros delincuentes que presuntamente podrían estar involucrados en asesinatos que pertenecían al cúmulo de expedientes etiquetados como urgentes.






		De acuerdo con la investigación realizada por la PEU sobre el caso de Escobedo Ortiz —cuyos detalles no se habían hecho públicos hasta la publicación de este trabajo—, varios integrantes detenidos de Los Aztecas aseguraron durante los interrogatorios a los que fueron sometidos por la gente de González Perrin que el asesino de la activista no había sido El Payaso, que al verdadero sicario que la mató lo apodaban El Wicked. De inmediato la PEU abrió un expediente judicial sobre el sujeto de quien sólo conocían el alias.






		Durante más de siete meses los policías estatales, bajo la dirección de los dos federales, recabaron diversas declaraciones de pandilleros que coincidieron en que El Wicked, y no El Payaso, asesinó por encargo a Marisela Escobedo Ortiz.






		Al respecto, el policía federal que aceptó ser entrevistado expone:






		Ocho meses después de iniciada esta averiguación nos llegó información muy valiosa: a través de las distintas ramas de investigaciones nos enteramos de que El Wicked iría a Ciudad Juárez a visitar a su mamá. Contábamos con su descripción física, no teníamos su nombre. De entre los pocos detalles que recolectamos en los interrogatorios con los pandilleros sobre El Wicked supimos que tenía un tatuaje en el antebrazo; el tatuaje de un indio.






		Con la descripción de varios detenidos la PEU elaboró a su vez un retrato hablado y actualizado del Wicked; lo del referido tatuaje en el antebrazo facilitaba las cosas.






		Con la colaboración de agentes de la Administración de Control de Drogas (DEA, por sus siglas en inglés) y de los U.S. Marshals, de Estados Unidos, la PEU comenzó a recolectar más información sobre el presunto criminal: números de teléfonos celulares, tipo de vehículos en los que se movía, nombre de la madre y la dirección de esta última en Juárez.






		Los policías federales elaboraron todo un esquema de inteligencia (espionaje) para cazar al Wicked.






		La asociación, la complicidad de trabajo y el intercambio de información con la DEA y los U.S. Marshals fueron resultado de la confianza que los agentes estadounidenses le tenían a la PEU, luego del escrutinio al que sometieron tanto a Ávila Ibarra como a González Perrin.






		Durante sus años de operación en Chihuahua (2012-2014), la PEU ofreció información valiosa a los agentes de la DEA y a los U.S. Marshals sobre criminales buscados por la justicia estadounidense y sobre el tráfico de drogas que realizaban los cárteles de Sinaloa y de Juárez desde aquella entidad del norte de México.






		La avanzada tecnología con la que cuentan las agencias federales norteamericanas facilitó la intervención de comunicaciones telefónicas, y con un sistema especial de posicionamiento global (GPS, por sus siglas en inglés) en poder de los U.S. Marshals, la PEU podía saber la ubicación de alguno de los aparatos de telefonía celular supuestamente en poder del Wicked, cuyas operaciones criminales llevaba a cabo en la ciudad de Chihuahua donde radicaba.






		Dos meses después de elaborar el retrato hablado, de seguirle la pista a través intervenciones telefónicas y cotejando datos con los testimonios de criminales detenidos y de algunos informantes, la PEU pudo saber la fecha en que El Wicked planeaba visitar a su progenitora en Ciudad Juárez, quien además en su mismo domicilio tenía una pequeña tienda de abarrotes.






		Con el fin de garantizar la mayor seguridad en el operativo especial de captura, los jefes de la PEU que intercambiaron datos con los agentes estadounidenses no informaron a las autoridades estatales lo que habían descubierto y hasta dónde habían llegado en el caso de Marisela Escobedo Ortiz.






		“Temíamos una fuga de información y que se nos escapara El Wicked, luego de varios meses de investigación y de elaboración de sistemas de inteligencia, física y tecnológica, para ubicarlo”, explica el agente federal entrevistado.






		Los documentos del caso sostienen que la PEU sabía que El Wicked permanecería “unos días” en Ciudad Juárez.






		Para la operación de captura, Ávila Ibarra y González Perrin formaron un grupo especial de ocho elementos, todos involucrados en la investigación, y un grupo de apoyo integrado por 15 policías, todos estatales.






		Ávila Ibarra decidió dirigir personalmente el prioritario operativo y se trasladó a Ciudad Juárez al frente de los 23 elementos de ambos grupos. 






		Entretanto, González Perrin permaneció en la ciudad de Chihuahua comandando la PEU, a cargo del personal que operaba los dos turnos de labor policiaca, de 12 horas cada uno.






		Para detener al Wicked los elementos de la corporación prepararon un plantón. Los 23 policías llegaron al lugar del operativo dos días antes de la visita que el supuesto delincuente haría a su madre.






		Durante esas 48 horas previas al asalto, González Perrin y su jefe mantuvieron una comunicación fluida, y también el intercambio de información con la DEA y los U.S. Marshals que se trasladaron a Ciudad Juárez con el GPS.






		“La orden fue fulminante: continuar con todos los actos y las operaciones de inteligencia hasta que cayera el objetivo”, detalla el agente federal. 






		González Perrin se hallaba en las oficinas centrales de la PEU pendiente de las comunicaciones con Ciudad Juárez, cuando recibió una llamada telefónica de uno de los policías encargado de turno.






		“Jefe, en el Home Depot hay una persona de quien un amigo me dice que lo estuvo extorsionando durante mucho tiempo, ya lo identificó y no tiene duda de que es él”, agrega el agente federal.






		El policía pide instrucciones al jefe y recibe la orden de detenerlo y llevarlo al cuartel general de la PEU para interrogarlo.






		Al sospechoso lo interceptan en un punto seguro los dos policías estatales cuando salía del estacionamiento del Home Depot de la ciudad de Chihuahua. Viajaba en un vehículo acompañado por su esposa, dos hijos y un escolta que se identificó como El Killer.






		Al momento de la detención los policías le encontraron al escolta una pistola calibre 45 y luego desarmaron al sospechoso. A los tres adultos y a los dos menores de edad los trasladaron a las instalaciones de la PEU y los colocaron en distintos separos para someterlos a un interrogatorio.






		“Cuando comienzo a entrevistar al sospechoso descubro que tiene un tatuaje en uno de los antebrazos. No era un indio, sino la imagen del Subcomandante Marcos [del Ejercito Zapatista de Liberación Nacional de Chiapas]”, recuerda el policía federal.
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